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Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0044 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los nueve (09) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro y quince minutos de la tarde (04:15 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor NEFTALI MUÑOZ ÁLVAREZ en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 08 de septiembre de 2008 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a favor del señor NEFTALI MUÑOZ ÁLVAREZ, el derecho a la pensión especial de vejez a partir del 14 de octubre de 2001, en cuantía del 90% del IBL, con fundamento en los artículos 12 y 15 del acuerdo 049 de 1990, así como el reconocimiento y pago del incremento del 14% sobre la pensión mínima por cónyuge a cargo, desde el 14 de octubre de 2001 y los intereses de mora a la tasa más alta legalmente permitida. Finalmente solicita que se condene en costas a la parte demandada.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:


El accionante a través de representante judicial, manifiesta que prestó sus servicios para la empresa BAVARIA S.A. entre el 01 de julio de 1974 y el 24 de septiembre de 2001, y que en el área de Calderas lo hizo por algo mas 24 años, entre el 02 de enero de 1977 y el 24 de septiembre de 2001 estando expuesto a altas temperaturas pues se ocupaba de labores de “limpieza o excoriación de las calderas, extracción de residuos” entre cuatro y cinco veces en cada turno, actividad considerada como “excepcional y riesgosa” según el artículo 15 del acuerdo 049 de 1990 en concordancia con el Decreto 2090 de 2003.

Se aduce que el demandante tiene derecho a pensionarse de acuerdo a lo establecido en el artículo 15 del Acuerdo 049 de 1990, porque al momento de entrada en vigencia la Ley 100 de 1993, contaba con más de 15 años de servicio y más de 40 años de edad y se hallaba afiliado al Instituto de Seguros Sociales.

Expresa que acredita 9804 días cotizadas al Instituto de los Seguros Sociales de los cuales 8903 o 1.271 semanas laboró en el área de calderas; se dice además que reunió los requisitos para acceder a la pensión especial de vejez el 14 de octubre de 2001, pues en ese momento cumplió 50 años de edad y acreditaba 1400 semanas, al tenor de lo dispuesto por el artículo 15 del Acuerdo 049 de 1990. 
Finalmente manifiesta el accionante que contrajo matrimonio el 18 de septiembre de 1976 con la señora María Nancy Lozano Gómez, la cual depende económicamente de él, ya que no recibe ningún tipo de ingresos, razón por la que tiene derecho al incremento del 14% sobre la pensión mínima según el artículo 21 del Acuerdo 094 de 1990. 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos hechos de la demanda, niega que el demandante haya estado inscrito en el régimen especial para obtener la pensión y se atiene a lo probado en el decurso del proceso. Se opuso expresamente a las pretensiones de la demanda y excepcionó “PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO” y “BUENA FE”. 

Dentro del mismo término, presentó escrito de llamamiento en garantía para vincular al proceso a BAVARIA S.A., con el fin de que esa Empresa sea declarada responsable del pago de la totalidad de la pensión reclamada por el demandante. 

III. CONTESTACIÓN DEL LLAMADO EN GARANTÍA 

Por medio vocera judicial BAVARIA S.A. respondió el llamamiento en garantía formulado por el Instituto de Seguros Sociales, en la que admite la mayoría de los hechos allí expuestos y aduce que no le constan los hechos ajenos a su conocimiento. Se opuso a todas las pretensiones del llamamiento en garantía, argumentando que no es responsabilidad de la empresa que representa el reconocimiento de la pensión solicitada por el demandante, toda vez que los aportes al Sistema de Seguridad Social fueron pagados oportunamente al Instituto de los Seguros Sociales mientras existió la relación laboral. Propuso como excepciones de mérito las que denominó “PRESCRIPCIÓN” e “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES”.

IV. LA SENTENCIA APELADA


Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y a la llamada en garantía BAVARIA S.A. de todas las pretensiones de la demanda presentada en su contra por el señor NEFTALI MUÑOZ ÁLVAREZ, quien fue condenado en costas en un 100%.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que teniendo en cuenta la normatividad vigente y la situación del demandante, le incumbía a éste probar que durante el tiempo que prestó sus servicios para la Empresa BAVARIA S.A. las labores desempeñadas en el área de calderas, implicaron “continuamente su exposición a altas temperaturas, pero por encima de los valores límites permisibles determinados por las normas técnicas de salud de salud ocupacional” (sic), lo cual quedó sin demostración, toda vez que los testimonios recibidos dan cuenta que las personas destinadas en el área de calderas no se encontraban expuestos a temperaturas que excedieran los límites permisibles, llegando inclusive a decirse que dichas temperaturas eran muy bajas, además de que la “dotación era la apropiada y el sitio de trabajo era independiente a las calderas”, finalmente se pronuncia sobre la ausencia de prueba documental en donde se establezca que la actividad realizada por el demandante era considerada de alto riesgo.

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN


Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que el despacho no debió darle credibilidad únicamente a las declaraciones de los testigos presentados por la llamada en garantía Bavaria S.A., los cuales expresaron que el trabajador no estuvo expuesto a altas temperaturas, por lo tanto su salud en ningún momento estuvo en riesgo, toda vez que sus funciones eran desempeñadas en otras dependencias de la empresa, además “son dependientes de la empresa, no es necesaria la tacha de los mismos cuando estos aceptan la dependencia y por ende se consideran sospechosos pues de cualquier manera sus declaraciones estuvieron encaminadas a favorecer más a su empleador”. 


De otra parte insiste en el dictamen pericial solicitado en la demanda y que no fue  practicado por el despacho pues considera que esta prueba es fundamental por tratarse de un dictamen técnico e imparcial que le permitiera “tomar una decisión acorde con la verdad real”. Manifiesta finalmente que “el operador cuenta con especiales facultades para buscar dentro de su orbita funcional, esclarecer esos aspectos que generen duda o en su lugar aplicar el principio de favorabilidad a favor del trabajador”.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:
Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:
De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

· ¿En materia laboral, existe libertad de los medios probatorios en aras de demostrar el sustento fáctico correspondiente a la actividad de riesgo en que se edifica la prestación deprecada?
· ¿La prueba técnica exigida en Salud Ocupacional para probar el riesgo, puede ser suplida en determinados casos por la prueba testimonial?

3. Precedente jurisprudencial:


En un asunto similar al que nos compete, en el que el demandante deprecaba el reconocimiento de la pensión especial de vejez por haber trabajado a altas temperaturas al servicio de la Empresa siderúrgica de Medellín SIMESA, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia avaló la decisión del Tribunal Superior de Bogotá, que reconoció dicha pensión a favor del trabajador, fundamentando su decisión en la prueba testimonial vertida en el proceso. En esa ocasión el Tribunal se apartó de la decisión de primera instancia que negó las pretensiones alegando falta de prueba técnica sobre las alegadas “altas temperaturas”, y sentenció que dicha circunstancia quedó plenamente probada con la prueba testimonial. Sometido este asunto a casación, consideró la Corte Suprema de Justicia, sin entrar a analizar si realmente se probó o no el supuesto fáctico de las pretensiones,  que en efecto le estaba permitido al juez llegar al convencimiento de los hechos con libertad probatoria porque jamás el artículo 15 del Acuerdo 049 de 1990, estableció una tarifa legal sobre la materia. Dijo en esa oportunidad la alta Corporación: 

“El parágrafo 1° del artículo 15 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 0758 del mismo año, es del siguiente tenor: 

“ART. 15.- Pensiones de vejez especiales. La edad para el derecho a la pensión de vejez de los trabajadores que a continuación se relacionan, se disminuirán en un (1) año por cada cincuenta (50) semanas de cotización acreditadas con posterioridad a las primeras setecientas cincuenta (750) semanas cotizadas en forma continua o discontinua en la misma actividad:
“a) Trabajadores mineros que presten su servicio en socavones o su labor sea subterránea; 
“b) Trabajadores dedicados a actividades que impliquen exposición a altas temperaturas; 
“c) Trabajadores expuestos a radiaciones ionizantes, y
“d) Trabajadores expuestos o que operen sustancias comprobadamente cancerígenas.
“PAR. 1°- Para la aplicación de este artículo, las dependencias de salud ocupacional del ISS calificarán, en cada caso, la actividad desarrollada previa investigación sobre su habitualidad, equipos utilizados y la intensidad de la exposición.
“…”. (Subrayado fuera de texto).

Estima la Sala que dicha disposición como tampoco el artículo 2° del Decreto 1281 de 1994 corregido por el artículo 1° del Decreto 745 de 1995 que regularon el tema posteriormente, establecieron una tarifa especial de prueba para el juez laboral, quien conforme lo dispone el artículo 61 del C. P. del T., por regla general “…no estará sujeto a la tarifa legal de pruebas y por lo tanto formará libremente su convencimiento, inspirándose en los principios científicos que informan la crítica de la prueba y atendiendo a las circunstancias relevantes del pleito y a la conducta procesal observada por las partes.”. 

Como se desprende del texto legal trascrito y de las disposiciones citadas que lo reemplazaron posteriormente, la exigencia está encaminada a que la demostración de la exposición a los factores de riesgo se hiciera ante las dependencias de salud ocupacional del ISS o la Dirección Técnica de Riesgos Profesionales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, respectivamente, lo que no impide que el tema se debata ante la jurisdicción del trabajo, en procura del reconocimiento de una pensión especial derivada de la exposición a tales factores, por tratarse de un asunto evidentemente sometido a su competencia, conforme al artículo 2° del C. P. del T..

Entonces, no aparece demostrado que el Tribunal hubiera incurrido en el error de derecho que le increpa la censura”.

Lastimosamente, la Corte no profundizó respecto a la posibilidad de suplir una prueba técnica con prueba testimonial, pero de todas maneras se infiere del fallo transcrito que el juez puede apelar a cualquier medio probatorio para llegar al convencimiento de los supuestos fácticos de las pretensiones o de las excepciones, según el caso. 
4. De la pensión especial de vejez.- Normas aplicables al caso concreto:

En el presente caso, el actor depreca el reconocimiento de la pensión especial de vejez consagrada en el artículo 15 del Acuerdo 049 de 1.990, por estar amparado bajo el régimen de transición, toda vez que para la entrada en vigencia de la ley 100 de 1993 (1° de abril de 1.994), el Sr. NEFATLÍ ALVAREZ MUÑOZ contaba con 40 años de edad y más de 15 años de servicios al frente de la empresa BAVARIA, supuesto fáctico que no está en discusión entre las partes. 

Sin embargo, como lo que se está pidiendo es una pensión ESPECIAL de vejez,  conviene precisar que las normas que regulan la materia también establecen un régimen de transición, que se estableció expresamente en el Decreto 1281 del 22 de junio de 1.994, así: 

Artículo 8.- Régimen de transición para acceder a la pensión especial de vejez. 

Le edad para acceder a la pensión especial de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de esta pensión especial, de las personas que al momento de entrar en vigencia este decreto tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres, o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, serán los establecidos en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados.
En el presente caso, el actor es beneficiario del régimen de transición consagrado en la norma anterior, por cuanto a la entrada en vigencia del Decreto 1281/94, contaba con 43 años, según se desprende de su cédula de ciudadanía que da cuenta que nació el 14 de octubre de 1951 (folio 23) y más de 15 años de servicio, toda vez que ingresó a trabajar a BAVARIA el 1° de julio de 1974 (folio 13).
No obstante, fíjese que los únicos temas que hacen parte del régimen de transición para acceder a la pensión especial de vejez son i) la edad, ii) el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y, iii) el monto de la pensión, de modo que el resto de requisitos debe regirse por la normatividad vigente al momento de estructurarse la respectiva pensión especial de vejez.
Bajo ese entendido, efectivamente la norma aplicable al caso es el artículo 15 del Acuerdo 049 de 1.990 en lo que tiene que ver específicamente con los temas que se acaban de relacionar, pero en lo concerniente a la clasificación de las labores que dan lugar a la pensión ESPECIAL de vejez -cuyos requisitos, recuérdese, son menos exigentes que la pensión ordinaria de vejez  debido a las características sui géneris de aquellas- hay que atenerse a la norma vigente al momento de los hechos que generan dicho derecho. Bajo esa misma línea, tampoco hace parte del régimen de transición el parágrafo primero del artículo 15 del Acuerdo 049 que se relaciona con un requisito probatorio exigido para la aplicación de esa norma (el artículo 15), como era la calificación por parte de las dependencias de salud ocupacional del ISS,  en cada caso, de la actividad desarrollada previa investigación sobre su habitualidad, equipos utilizados y la intensidad de la exposición. 
En el presente asunto, como el actor laboró en la empresa BAVARIA S.A. hasta el 24 de septiembre de 2001 y está deprecando la pensión especial de vejez a partir del 14 de octubre de ese mismo año, la norma vigente para ese entonces era el Decreto 1281 del 22 de junio de 1994 y no el Decreto 2093 de 2003 (que derogó expresamente el Decreto 1281), como erróneamente lo interpretó el juez de instancia. 
Dicho decreto –el 1281- reglamentó lo relacionado con las actividades de alto riesgo para la salud de los trabajadores y así mismo estipuló para quienes se dediquen a ellas la pensión especial de vejez. En efecto, dijo la norma: 

Artículo 1.- Actividades de alto riesgo para la salud del trabajador. 

Se consideran actividades de alto riesgo para la salud de los trabajadores las siguientes:

1. Trabajos en minería que impliquen prestar el servicio en socavones o en subterráneos.

2. Trabajos que impliquen la exposición a altas temperaturas, por encima de los valores límites permisibles, determinados por las normas técnicas de salud ocupacional.

3. Trabajos con exposición a radiaciones ionizantes.

4. Trabajos con exposición a sustancias comprobadamente cancerígenas.




Artículo 2.- Pensiones especiales de vejez. (Modificado por el artículo 117 del Decreto 2150 de 1995): 
Los afiliados al sistema general de pensiones que se dediquen en forma permanente y por lo menos durante quinientas (500) semanas, continuas o discontinuas, al ejercicio de las actividades indicadas en el artículo anterior, tendrán derecho a la pensión especial de vejez, cuando reúnan los requisitos establecidos en el artículo siguiente.

La pensión especial de vejez se reconocerá por parte de la entidad administradora de pensiones correspondiente con base en la historia laboral del afiliado en donde conste el número de semanas cotizadas en forma especial.
Conviene recordar que en el texto original del artículo 2° del Decreto 1281 de 1994, se establecía que la comprobación de la exposición a los factores de riesgo indicados en el artículo 1°, se realizaría ante la Dirección Técnica de Riesgos Profesionales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero acto seguido el mismo legislador reglamentó la clase de riesgos para la respectiva clasificación de las empresas mediante el Decreto extraordinario 1295 de 1994, y quizá por esa razón se retiró del texto del artículo 2° esa alocución, a través del artículo 117 del Decreto 2150 que modificó el texto original de la norma de que venimos hablando.

A su vez, el mentado Decreto 1295, también del 22 de junio de 1.994, mediante el cual se determinó la administración y organización del Sistema General de Riesgos Profesionales, en su artículo 26 estableció la tabla de clases de riesgos para la respectiva clasificación de las empresas, así: 

Artículo 26. Tabla de clases de riesgo 
Para la clasificación de empresa se establecen cinco clases de riesgo: 

TABLA DE CLASES DE RIESGO
	CLASE
	  RIESGO

	CLASE I 

CLASE II
CLASE III
CLASE IV
CLASE V
	RIESGO MÍNIMO 

RIESGO BAJO
RIESGO MEDIO
RIESGO ALTO
RIESGO MÁXIMO


Bajo este contexto normativo, se entiende entonces que la pensión especial de vejez se estableció para la empresa que se clasifique en la clase IV o clase V, porque dichas categorizaciones  corresponden a “riesgo alto” y “riesgo máximo”. 

Ahora bien, a efectos de clasificar las actividades económicas de cada empresa (lo que a su vez conllevaba determinar la clase de riesgo y el monto de la cotización), se expidió el Decreto 2100 de 1995, actualmente modificado por el Decreto 1607 de 2002, pero al cual nos remitimos porque era el vigente al momento de estructurarse la pensión especial de vejez que se demanda en este proceso. Como el demandante laboró en la sección de calderas de la empresa Bavaria S.A, cuya actividad principal (la de BAVARIA), entre otras, durante la época en que laboró el Sr. MUÑOZ ALVAREZ, era la fabricación y distribución de cerveza, el artículo 2º del referido decreto (el 2100) que contiene la tabla de clasificación de actividades económicas, encasilló en la CLASE IV (riesgo alto) la “fabricación y/o embotellado de cerveza”. Debe decirse que aún ahora en la nueva reclasificación de actividades económicas, el vigente Decreto 1607/02, volvió a categorizar dicha actividad dentro de la CLASE IV (riesgo alto).

La regulación jurídica de las cinco clases de riesgos (mínimo, bajo, medio, alto y máximo) para la respectiva categorización de las empresas y el monto de las cotizaciones aunado a su vez a la clasificación de las actividades económicas, nos indican que por regla general no se requiere prueba técnica para establecer en cada caso si la actividad que realiza un trabajador es de alto riesgo o no (tarea que se volvería inmanejable dada la cantidad de empresas y actividades que existen en el país), porque de ello se encargó el legislador directamente, y sólo excepcionalmente se requerirá de ella –la prueba técnica- cuando una determinada actividad no se encuentre en la tabla de clasificación, caso en el cual le corresponde al empleador y a la entidad administradora de riesgos profesionales, efectuar la clasificación de acuerdo con la actividad afín contemplada en la tabla, para cuyo efecto deberán tener en cuenta el riesgo profesional de una y otra, de conformidad al artículo 3° del Decreto 2100 de 1995
. En otras palabras, determinada la actividad principal de la empresa, ipso jure queda clasificada en uno de los cinco riesgos, sin necesidad de visitas especiales de la ARP a la respectiva empresa, como parece darlo entender en este asunto BAVARIA S.A. y el propio juez de primer grado. 
Eventualmente podría acudirse a una prueba técnica, sin que ello descarte otro tipo de prueba, cuando a pesar de estar debidamente identificada y clasificada la actividad principal de la empresa, el trabajador realiza una actividad diferente al objeto de la empresa, como cuando por ejemplo, en la fabricación de cerveza que está clasificada como de alto riesgo, el trabajador realiza labores meramente administrativas. Dicha demostración cobra especial importancia cuando se trate del  reconocimiento de una pensión especial de vejez, de la cual –recuérdese- solamente son beneficiarios quienes ejercen actividades de alto riesgo. Ahora, llevado el asunto a un estrado judicial, debe decirse conforme lo tiene establecido la jurisprudencia, que el juez en manera alguna está atado a una tarifa legal y por lo tanto puede valerse de cualquier medio probatorio.
Corolario de  lo anterior, en materia probatoria la clasificación del legislador de la actividad económica de las empresas y su respectiva categorización en uno de los cinco riesgos, constituye una PRESUNCIÓN LEGAL, que revierte la carga de la prueba en quien pretende negar el hecho presumido.    
5. Valoración probatoria:

a) Con relación a la clasificación de la actividad del actor como de alto riesgo: 
Como ya se anticipó en líneas anteriores, una de las actividades principales de la empresa BAVARIA S.A. es la fabricación de cervezas, no solo porque en nuestro país es un hecho notorio por toda la publicidad que en su oportunidad se escuchó y vio, sino porque así reza el certificado de Cámara de Comercio (folio 76): “OBJETO SOCIAL: LA SOCIEDAD TIENE POR OBJETO: A. LA FABRICACIÓN DE CERVEZAS, LA PRODUCCIÓN Y TRANSFORMACIÓN DE BEBIDAS ALIMENTICIAS, O FERMENTADAS O DESTILADAS…”  de manera que la empresa está clasificada dentro de la clase IV, que a su vez corresponde a las actividades de “riesgo alto”, o “alto riesgo” (que es lo mismo), lo que quiere decir que se encuentra plenamente probado el hecho presumido.

 En este orden de ideas, se presume así mismo que quienes laboran al servicio de la empresa en la fabricación de cerveza, realizan actividades de alto riesgo, y en caso de que así no fuera, esto es, en el evento de que el trabajador pese a trabajar en Bavaria se dedique a labores distintas a la actividad principal de la empresa, la carga de probarlo le corresponde al empleador y no al trabajador.

Dicho en otras palabras, existiendo la presunción legal de que la actividad principal de la empresa (fabricación de cerveza) está catalogada como de alto riesgo, no le atañe al actor probar tal circunstancia, como lo plantea BAVARIA  y el juez de primer grado
. Por el contrario, como BAVARIA enfiló su defensa argumentando que el demandante no realizaba labores de alto riesgo le incumbía probarlo. Ahora bien, entiéndase que para desvirtuar la presunción, no era suficiente con decir que la ARP a la cual estaba afiliada la empresa (primero Colseguros y luego Suratep) jamás clasificó la labor del demandante como de alto riesgo, porque ipso jure la sola actividad de BAVARIA la catalogaba como de alto riesgo, de suerte que a las ARP les concernía conceptuar que pese a que la actividad de BAVARIA la encasilla en la CLASE IV (alto riesgo), la labor como maquinista de calderas del Sr. NEFATLÍ MUÑOZ es de aquellas que NO son de alto riesgo para su salud. 

Aclarado lo anterior, revisado el acervo probatorio, especialmente los testigos traídos a instancia de BAVARIA, encontramos que al igual que la defensa, la respuesta dada por los deponentes sobre el punto que se viene analizando parte de un hecho falaz: que la clasificación de los riesgos debía medirla la ARP a la cual estaba afiliada BAVARIA, cuando ya vimos que de ello se encargó el propio legislador. En efecto, todos los testigos, a saber, LEYDA LUCERO RAMIREZ MORALES (folio 203), JAIRO ROBERTO BARÓN LUQUE (folio 205), ROGELIO MARTÍNEZ MÉNDEZ (folio 209) y CARLOS JAVIER CADAVID MORALES (folio 210), respondieron a una pregunta realizada por la abogada de BAVARIA  que rezaba lo siguiente: “De acuerdo a su respuesta anterior
, por favor infórmele al Despacho si usted sabe o le consta si entre la clasificación de riesgos medidos por la ARP, la actividad que desarrollaba el señor NEFTALI MUÑOZ ALVAREZ, esto es, Maquinista de Calderas, estaba clasificada como actividad de alto riesgo” (negrillas nuestras) ante la cual todos afirmaron al unísono que no, como era de esperarse. Así las cosas, como a los declarantes se los hizo caer en un error porque se partió de un hecho falaz, sus testimonios no merecen crédito alguno sobre el punto, máxime cuando se trataba de testigos no solo sospechosos por ser empleados activos de la empresa cuando rindieron testimonio, sino porque todos fueron testigos de oídas ya que ninguno trabajó en Pereira ni fue compañero de labores de MUÑOZ ALVAREZ. 

Tampoco existe prueba documental o de otra índole que desvirtúe la presunción a la cual nos referimos, de modo que la Sala da por demostrado que el demandante realizaba labores de alto riesgo para su salud, no solo porque dentro de ese rango estaba clasificada la empresa BAVARIA por cuanta de su actividad principal, sino porque efectivamente el actor participaba directamente en la fabricación de cerveza como maquinista de calderas. 

b) Con relación a la exposición del actor a altas temperaturas, por encima de los valores límites permisibles, determinados por las normas técnicas de salud ocupacional:
Retomando lo dicho, si la pensión especial de vejez se estableció para actividades de alto riesgo, dentro de las cuales se encuentra BAVARIA S.A., como se vio en su oportunidad, y si además tenemos en cuenta que el demandante participó directamente en la fabricación y/o elaboración de cerveza, dentro del área de calderas en la Jefatura de mantenimiento  de la Cervecería de Pereira (folio 13), hay que concluir que eventualmente la empresa BAVARIA estaría obligada a cotizar puntos adicionales por concepto de PENSIONES a favor de aquellos empleados que se encontraren en las circunstancias que describe el artículo 1º del Decreto 1281 de 1994, trascrito en líneas anteriores, más específicamente en el numeral 2º de dicha normatividad, que reza: “2. Trabajos que impliquen la exposición a altas temperaturas, por encima de los valores límites permisibles, determinados por las normas técnicas de salud ocupacional”.

En consecuencia, nos resta simplemente establecer si la exposición a las altas temperaturas que de por sí implica la puesta en marcha de una caldera, estaba por encima de los valores límites permisibles determinados por las normas técnicas de salud ocupacional. Sin embargo, haciendo un barrido legislativo de las normas técnicas de salud ocupacional que se ocupen del tema, la Sala encuentra que hasta el momento no se ha expedido los límites a la exposición de los trabajadores a altas temperaturas, como si se ha hecho por ejemplo, con la exposición a los campos electromagnéticos (Decreto 195 de 2005) o el trabajo en las altas alturas (Resolución 3376 de 2008), o la utilización de asbesto, etc.  En consecuencia, no habiendo norma en concreto que establezca los referidos límites, habrá que decirse que por sentido común una exposición a altas temperaturas que afecte la salud del trabajador será aquella que en Colombia sobrepase los 40º centígrados, tomando como referencia los diferentes pisos térmicos de nuestro país, especialmente aquellos que se caracterizan por su exagerado calor cuando los rayos solares caen perpendicularmente (al medio día), pero que no obstante lo soporta el colombiano (ejemplo, Barrancabermeja, Honda, la Dorada, la costa pacífica, la costa atlántica, la selva amazónica, etc.)

Recordemos que la apreciación de la A-quo sobre este aspecto, en contra de la cual se vino lanza en ristre el impugnante, estriba en que para la falladora la prueba testimonial recaudada, no da cuenta “(…) de que en momento alguno las temperaturas a las cuales se expusieron los trabajadores en las calderas excedían límites permisibles, que incluso su dotación era la apropiada y el sitio de trabajo era independiente a las calderas en sí.” –fl. 241-.
Al confrontar la inferencia realizada por la funcionaria de primer grado con el material probatorio, se observa que se trajeron al plenario las exposiciones de empleados y ex empleados de la accionada, algunos de los cuales fungieron al lado de Muñoz Álvarez y otros en las oficinas principales de la entidad, sin que estos últimos tuvieron un conocimiento personal del actor –como ya se anotó-, pese a tener acceso a los documentos de la empresa, de lo cual dieron cuenta con base en los mismos en torno a la no clasificación de ninguno de los cargos de la empresa como de alto riesgo (situación que ya fue objeto de valoración probatoria), al empleo de las medidas de seguridad industrial para los trabajadores de la compañía y a la afiliación de éstos al sistema de seguridad social en riesgos profesionales. 

Dentro del primer grupo, postulado por el promotor del litigio se destacan: Silvio Giraldo Sánchez, operario de montacargas en los depósitos de la cervecería, integrante de la comisión de salud ocupacional y presidente de la agremiación sindical, laborando en los mismos horarios de Muñoz –fl. 109-, Carlos Enrique Usma Alzate, maquinista I de Calderas en el área de mantenimiento, realizó labores similares a la de Muñoz –fl. 116-, Eduardo Motta Vargas, mecánico de planta –fl. 127-. Por su parte dentro del segundo grupo, convocado por la llamada en garantía se hallan: Leyda Lucero Ramírez Morales, administradora de empresas, laborante en la división de compensación y beneficios de la llamada en garantía –fl. 202-, Jairo Robero Barón Luque, abogado en la gerencia de recursos humanos de Bavaria S.A. –fl. 204-, Rogelio Martínez Méndez, ingeniero industrial y gerente de nómina de la empresa cervecera –fl. 207-, Carlos Javier Cadavid Morales, abogado y dedicado al manejo de lo relativo a pensiones en Bavaria S.A. –fl. 209-.

Las versiones vertidas por los allegados al demandante, quienes fueron tachados en su oportunidad por sospecha, en razón a fungir como demandantes en otros procesos laborales contra la misma llamada en garantía –Bavaria S.A.-, apuntaron que Muñoz, se desempeñó como operario de calderas (maquinista fl. 118 y 128) a término indefinido, siendo sus funciones la de controlar la temperatura de dichas calderas de carbón coke –sic-, desfogarlas o limpiarlas –fl. 110-, que Muñoz se expuso a altas temperaturas y mucho polvo –fl. 111- que Muñoz efectuó tales labores por espacio de más de 20 años hasta el 18 de septiembre de 2001, faltándole la edad para jubilarse –fl.111-.

Giraldo Sánchez, agregó que en septiembre de 2001, Bavaria colocó una cabina muy cerca de las calderas para evitar el polvo, el calor y el ruido –fl. 111-, que empezaron a cambiar el carbón por otra clase de combustible –aceite Fool (sic) oil, fl. 112-, que se trataba de dos calderas de 5 metros de frente por 12 de fondo, con compuertas de alimentación del combustible y secado de los residuos, exponiéndose el actor al “fuego permanente”, protegiéndose con un peto o delantal de cuero y guantes (según el segundo deponente, de asbesto para evitar quemaduras, gafas, overol y botas fl.117); que se requerían altas temperaturas transportados, los vapores, desde las calderas por tubos especiales recubiertos por materiales especiales para evitar el contacto, para la elaboración final de los productos de la empresa, “se sentía calor (…) una temperatura anormal –fl. 113-, que las calderas permanecían encendidas 24 horas de Lunes hasta el sábado, en un área de 30 por 50 metros y a su alrededor muchos tubos con llaves y manómetros –fl. 114-. 

A éste último propósito, el declarante Usma Alzate, refirió que Muñoz Alvarez se dedicó a la “excoriación” de la caldera manualmente y “con el hogar de la caldera abierta o sea donde están las llamas (…) queda uno expuesto a temperaturas demasiado altas” –fl. 117-, que “después de estar uno juagado –sic- en sudor tenía que salir a botar la escoria a la parte de afuera, expuesto a las corrientes de aire” –fl. 117- “inclusive había que parar la producción para poder quitar las costras que se pegaban al hogar de la caldera”, anotó que ésta “era un cuarto donde se quemaba el carbón, la limpieza se hacía manualmente, quedando expuesto a altas temperaturas”, suministrando vapor para toda la cervecería, que dicho calor se originaba en la tubería, el desaireador, el tanque de condensados, la válvula fisher, la válvula principal de calderas, los ductos de ceniza –fl. 119-, “nos colocaban a sacar la ceniza (…) la ceniza salía en candela, ceniza prendida, uno la sacaba con un rastrillo y tenía que retirarse mientras enfriaba”, que el maquinista estaba pendiente de que hubiera buena calidad de carbón, que el área era restringida, que se estaba “por lo menos” a 45 grados –fl. 120-, “pero cuando se hacía la limpieza, se le dobleteaba –sic- el calor a uno por lo que quedaba uno más expuesto al hogar de la candela”, “cuando las calderas estaban trabajando al 100% y venía una visita del Seguro Social de salud ocupacional, ordenaban estrangular las válvulas y suspender el servicio en cocinas para que la caldera trabajara descansada” –fl. 121-.

Por su lado, Motta Vargas, manifestó que quienes laboraban en las calderas les tocaba pasar por un corredor, donde habían bajas temperaturas, pasaban por un lado de la cava “es decir, por el frío” –fl. 129, que habían dos calderas “muy manuales” que los operarios volteaban el “emparrillado, que es donde estaba el carbón quemándose para generar el vapor, entonces ellos operaban el emparrillado, como era manual, lo hacían casi ahí en la puerta, donde había una válvula y se exponían no solo al calor, sino que estaban expuesta a que la caldera se volviera positiva, o sea que quedara sin aire y generara el fuego hacia fuera, y se quemaran” –fl. 130-. Añadió que dichas calderas manejaban 250 libras de vapor por pulgada cuadrada, “allá era un calor infernal comparándola con el calor ambiente” –fl. 131-.  

Ahora bien, con relación a la tacha que se formuló en contra de los testigos anteriores, considera la Sala que no tiene la fuerza suficiente para restar credibilidad a sus declaraciones, toda vez que pasados por el tamiz de la crítica se observa que  todos son espontáneos en su narración, siguen el hilo conductor de sus palabras sin entrar en contradicciones, explican la ciencia de su dicho manejando incluso un lenguaje técnico propio de la labor desempeñada por el actor y son contestes entre uno y otro, todo lo cual nos indica que el ánimo de los mismos al declarar no fue la de faltar a la verdad. Por otra parte, las reglas de la experiencia y el sentido común nos indican que efectivamente, la manipulación de una caldera utilizada para la elaboración de cerveza y otras bebidas en una empresa de las características de BAVARIA, implican la exposición a altas temperaturas, sobre todo si además de ponerlas en marcha, se requería limpiarla y excoriarla como en efecto le correspondió al Sr. Muñoz.
En cuanto a los testigos de la empresa BAVARIA, respecto al punto en cuestión, esto es, si el demandante en el desarrollo de sus funciones estaba expuesto a altas temperaturas, ya se dijo en su oportunidad que ninguno de ellos fue testigo presencial sino meros testigos de oídas y como tal cosa no les constaban, se limitaron simplemente a manifestar que la labor del trabajador no había sido calificada por la ARP como de alto riesgo (aspecto que ya se valoró) y que aquel contaba con todos los implementos necesarios para evitar accidentes de trabajo, tales como guantes, vestido de labor, etc. 
Nótese que en realidad los testigos de la parte demandada nada aportan al tema pues una cosa es la dotación del vestido de labor adecuado para el desarrollo de la labor y otra muy diferente si en realidad el trabajador se expone o no a altas temperaturas.

En consecuencia, dada la claridad y suficiente ilustración que dieron los testigos traídos a instancia del actor sobre la materia que se está discutiendo, la Sala da por probado la exposición a altas temperaturas del actor. 

Así las cosas, probados los fundamentos fácticos de la pretensión principal, la Sala revocará la sentencia de primera instancia y en su lugar declarará que el Sr. NEFTALI MUÑOZ tiene derecho a disfrutar de la pensión especial de vejez contemplada en el artículo 15 del Acuerdo 049 de 1990, aplicable a su caso por ser beneficiario del régimen de transición, tal como se dijo en su momento.

6. Del momento a partir del cual puede el pensionado disfrutar la pensión especial de vejez: 

A efectos de establecer la edad, tiempo de servicios o número de semanas cotizadas, volvamos nuevamente al artículo 15 del Acuerdo 049 de 1990, así: 

“ART. 15.- Pensiones de vejez especiales. La edad para el derecho a la pensión de vejez de los trabajadores que a continuación se relacionan, se disminuirán en un (1) año por cada cincuenta (50) semanas de cotización acreditadas con posterioridad a las primeras setecientas cincuenta (750) semanas cotizadas en forma continua o discontinua en la misma actividad:
(…)”

Con relación a la edad, como ello depende del número de semanas cotizadas superiores a 750, veamos en el presente caso a que edad tendría derecho el Sr. MUÑOZ a pensionarse: Empecemos por decir que teniendo en cuenta que se trata de una pensión especial de vejez, las semanas que se deben tener en cuenta de acuerdo a la norma transcrita, son aquellas que se cotizaron estando al frente de la actividad que le da lugar a disfrutar de esa pensión especial, que en este caso se refiere a las que se desarrollaron en el área de calderas de la empresa BAVARIA, ora como “Jefe de Mantenimiento de la Cervecería de Pereira en el área de Calderas”, ora como “Maquinista de Calderas”, que comenzaron el 2 de enero de 1977 (y no desde el 1° de julio de 1974, como expresa el demandante) y finiquitaron el 24 de septiembre de 2001, según reza el certificado laboral visible a folio 13.  
Revisado el historial de cotizaciones efectuadas ante el Instituto de Seguros Sociales por concepto de pensión entre los extremos temporales antes referidos (folios 166 a 168) tenemos un total de 1.255,8571 semanas cotizadas. Si a este número le restamos las 750 semanas de que habla la norma, tenemos un remanente de 505,8571 semanas. Ahora, si por cada 50 semanas superiores a las primeras 750, se disminuye en un año la edad para pensionarse, al Sr. NEFTALÍ MUÑOZ se le  restan 10,117 años (505,8571/ 50=10,117) de la edad exigida por el artículo 12 del Acuerdo 049/90
, así: 60 – 10= 50, lo que quiere decir que el actor tiene derecho a disfrutar la pensión especial de vejez a los 50 años de edad, edad que cumplió el 14 de octubre de 2001, toda vez que de acuerdo a la fotocopia de la cédula de ciudadanía, el actor nació el 14 de octubre de 1951 (folio 23). 
Respecto al número de semanas cotizadas o tiempo de servicios, ya vimos en el cálculo anterior que el actor cuenta con las semanas suficientes para hacerse acreedor a la pensión especial de vejez, esto es, 1.255,8571 semanas cotizadas en forma continua e ininterrumpida, contadas del 2 de enero de 1977 al 24 de septiembre de 2001.

En ese orden de ideas, la pensión especial de vejez se reconocerá a partir del 14 de octubre de 2001, y su pago también se ordenará a partir de esa fecha, porque el actor interrumpió oportunamente la prescripción de las mesadas pensionales, alegada por la defensa (la prescripción), por cuanto la solicitud de la respectiva pensión la radicó ante el Instituto de Seguros Sociales el 16 de junio de 2004 (folio 24).
7. Del monto de la pensión y de los incrementos por cónyuge e hijos a cargo: 
Para el monto de la pensión, teniendo en cuenta que aquella se reconoció bajo el amparo del Acuerdo 049/90, la tasa de reemplazo corresponde al establecido en el artículo 20 numeral 2° del referido Acuerdo, que establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 20. INTEGRACION DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMUN Y DE VEJEZ. Las pensiones de invalidez por riesgo común y por vejez, se integrarán así:

II. PENSION DE VEJEZ.

a) Con una cuantía básica igual al cuarenta y cinco por ciento (45%) del salario mensual de base y,

b) Con aumentos equivalentes al tres por ciento (3%) del mismo salario mensual de base por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el asegurado tuviere acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas (500) semanas de cotización. El valor total de la pensión no podrá superar el 90% del salario mensual de base ni ser inferior al salario mínimo legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario.

PARÁGRAFO 1o. El salario mensual de base se obtiene multiplicando por el factor 4.33, la centésima parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales cotizó el trabajador en las últimas cien (100) semanas.

El factor 4.33 resulta de dividir el número de semanas de un año por el número de meses.

PARÁGRAFO 2o. La integración de la pensión de vejez o de invalidez de que trata este artículo, se sujetará a la siguiente tabla:

	NUMERO SEMANAS
	% INV. 
P.TOTAL
	% INV.P. ABSOLUTA
	
% GRAN INV.
	
VEJEZ

	500
	45
	51
	57
	45

	550
	48
	54
	60
	48

	
600
	
51
	
57
	
63
	
51

	
650
	
54
	
60
	
66
	
54

	
700
	
57
	
63
	
69
	
57

	
750
	
60
	
66
	
72
	
60

	
800
	
63
	
69
	
75
	
63

	
850
	
66
	
72
	
78
	
66

	
900
	
69
	
75
	
81
	
63

	
950
	
72
	
78
	
84
	
72

	
1.000
	
75
	
81
	
87
	
75

	
1.050
	
78
	
84
	
90
	
78

	
1.100
	
81
	
87
	
90
	
81

	
1.150
	
84
	
90
	
90
	
84

	
1.200
	
87
	
90
	
90
	
87

	
1.250 o más
	
90
	
90
	
90
	
90



De otro lado, el Decreto 1281 de 1994, que estableció el régimen de transición de la pensión especial de vejez, reguló a la altura del artículo 8°, la forma de calcular el IBL, así: 

ARTICULO 8o. REGIMEN DE TRANSICION PARA ACCEDER A LA PENSION ESPECIAL DE VEJEZ. La edad para acceder a la pensión especial de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de esta pensión especial, de las personas que al momento de entrar en vigencia este decreto tenga treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres, o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, serán los establecidos en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. 

El ingreso base para liquidar la pensión especial de vejez referida en el inciso anterior a quienes les faltase menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuese superior, actualizado anualmente con base en la variación del Indice de Precios al consumidor, según certificación que expia al DANE. 

Sin embargo, cuando el tiempo que les hiciere falta fuese igual o inferior a dos (2) años a la entrada en vigencia del presente decreto, el ingreso base para liquidar la pensión será el promedio delo devengado en los dos (2) últimos años. 


De las dos normas precedentemente transcritas se concluye que la pensión debe de otorgarse con una tasa de reemplazo equivalente al 90% de su ingreso base de liquidación, por sobrepasar el demandante ampliamente las 1250 semanas de cotización; resta por determinar entonces, el IBL teniendo en cuenta las cotizaciones efectuadas durante el tiempo que le hacía falta para adquirir el derecho, actualizado anualmente con base en la variación del IPC como atrás se anotó. 

	Año
	Salario
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	Salario actualizado
	Por días cotizados
	Dividido total días
	TOTAL

	1994
	482.514
	22,59%
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.509.339,47 
	16
	2374
	                                                    10.172,46 

	1994
	549.703
	22,59%
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $      1.719.511,63 
	30
	2374
	                                                   21.729,30 

	1994
	1.105.412
	22,59%
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   3.457.810,48 
	30
	2374
	                                                  43.696,00 

	1995
	578.869
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.477.074,02 
	30
	2374
	                                                   18.665,64 

	1995
	505.992
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $      1.291.117,05 
	15
	2374
	                                                      8.157,86 

	1995
	479.413
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.223.296,61 
	30
	2374
	                                                   15.458,68 

	1995
	643.714
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.642.536,09 
	30
	2374
	                                                  20.756,56 

	1995
	636.670
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.624.562,23 
	30
	2374
	                                                  20.529,43 

	1995
	557.696
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.423.047,83 
	30
	2374
	                                                    17.982,91 

	1995
	689.206
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.758.615,98 
	30
	2374
	                                                  22.223,45 

	1995
	596.099
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.521.039,03 
	30
	2374
	                                                    19.221,22 

	1995
	641.477
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.567.933,35 
	30
	2374
	                                                    20.684,43 

	1995
	608.785
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.553.409,33 
	30
	2374
	                                                   19.630,28 

	1995
	1.523.628
	 
	19,46%
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    3.887.773,11 
	30
	2374
	                                                   49.129,40 

	1996
	829.050
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.770.843,49 
	30
	2374
	                                                  22.377,97 

	1996
	616.118
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.316.022,62 
	30
	2374
	                                                   16.630,45 

	1996
	623.402
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $      1.331.581,18 
	30
	2374
	                                                   16.827,06 

	1996
	733.460
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.566.664,09 
	30
	2374
	                                                   19.797,78 

	1996
	785.016
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.676.787,26 
	30
	2374
	                                                    21.189,39 

	1996
	682.082
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $     1.456.921,14 
	30
	2374
	                                                    18.410,97 

	1996
	899.104
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.920.478,22 
	30
	2374
	                                                  24.268,89 

	1996
	711.198
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $      1.519.112,66 
	30
	2374
	                                                    19.196,87 

	1996
	506.258
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.081.362,63 
	30
	2374
	                                                   13.665,07 

	1996
	837.147
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $     1.788.138,61 
	30
	2374
	                                                  22.596,53 

	1996
	717.090
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.531.697,92 
	30
	2374
	                                                    19.355,91 

	1996
	1.537.505
	 
	 
	21,63%
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   3.284.097,13 
	30
	2374
	                                                    41.500,81 

	1997
	1.033.383
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $     1.814.763,61 
	30
	2374
	                                                  22.932,99 

	1997
	728.687
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.279.675,25 
	30
	2374
	                                                      16.171,13 

	1997
	842.922
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.480.287,73 
	30
	2374
	                                                   18.706,25 

	1997
	964.615
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.693.997,48 
	30
	2374
	                                                   21.406,88 

	1997
	928.016
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.629.724,57 
	30
	2374
	                                                  20.594,67 

	1997
	945.322
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $     1.660.116,30 
	30
	2374
	                                                  20.978,72 

	1997
	1.023.981
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.798.252,40 
	30
	2374
	                                                  22.724,34 

	1997
	1.069.612
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.878.386,75 
	30
	2374
	                                                  23.736,99 

	1997
	904.679
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.588.741,57 
	30
	2374
	                                                  20.076,77 

	1997
	634.976
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $      1.115.105,76 
	30
	2374
	                                                    14.091,48 

	1997
	870.342
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.528.441,04 
	30
	2374
	                                                    19.314,76 

	1997
	2.139.049
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   3.756.466,17 
	30
	2374
	                                                  47.470,09 

	1998
	1.241.148
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    2.179.627,71 
	27
	2374
	                                                  24.789,36 

	1998
	1.073.363
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.884.974,02 
	26
	2374
	                                                  20.644,20 

	1998
	994.565
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.746.593,83 
	28
	2374
	                                                   20.600,10 

	1998
	948.558
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.665.799,17 
	30
	2374
	                                                   21.050,54 

	1998
	1.135.262
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.993.677,24 
	30
	2374
	                                                   25.193,90 

	1998
	1.003.618
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.762.492,15 
	30
	2374
	                                                  22.272,44 

	1998
	1.157.898
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   2.033.429,19 
	30
	2374
	                                                  25.696,24 

	1998
	822.019
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.443.579,16 
	9
	2374
	                                                      5.472,71 

	1998
	1.162.891
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   2.042.197,59 
	25
	2374
	                                                   21.505,87 

	1998
	1.023.495
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.797.398,91 
	30
	2374
	                                                   22.713,55 

	1998
	1.106.675
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.943.474,51 
	30
	2374
	                                                  24.559,49 

	1998
	2.575.286
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $  4.522.558,74 
	30
	2374
	                                                     57.151,12 

	1999
	1.275.841
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $  2.240.553,42 
	30
	2374
	                                                   28.313,65 

	1999
	1.070.899
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.880.646,90 
	30
	2374
	                                                  23.765,55 

	1999
	1.122.040
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.970.457,58 
	30
	2374
	                                                  24.900,47 

	1999
	1.135.381
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.993.886,22 
	30
	2374
	                                                   25.196,54 

	1999
	1.115.753
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.959.416,73 
	30
	2374
	                                                  24.760,95 

	1999
	1.125.950
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.977.324,08 
	30
	2374
	                                                  24.987,25 

	1999
	1.093.748
	 
	 
	 
	17,68%
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.920.772,91 
	30
	2374
	                                                   24.272,61 

	1999
	1.041.808
	 
	 
	 
	 
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.554.689,90 
	30
	2374
	                                                   19.646,46 

	1999
	1.058.434
	 
	 
	 
	 
	16,70%
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.579.500,88 
	13
	2374
	                                                     8.649,33 

	1999
	1.116.267
	 
	 
	 
	 
	 
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $   1.427.425,07 
	30
	2374
	                                                   18.038,23 

	1999
	1.102.373
	 
	 
	 
	 
	 
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $    1.409.658,13 
	30
	2374
	                                                     17.813,71 

	1999
	2.768.093
	 
	 
	 
	 
	 
	9,23%
	8,75%
	7,65%
	 $  3.539.695,56 
	30
	2374
	                                                  44.730,78 

	2000
	1.405.651
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   1.645.586,84 
	30
	2374
	                                                   20.795,12 

	2000
	1.162.335
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   1.360.738,32 
	29
	2374
	                                                   16.622,33 

	2000
	1.122.167
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $     1.313.713,89 
	28
	2374
	                                                   15.494,52 

	2000
	1.115.728
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $    1.306.175,80 
	30
	2374
	                                                    16.506,01 

	2000
	1.281.669
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $    1.500.441,89 
	30
	2374
	                                                   18.960,93 

	2000
	1.245.102
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $    1.457.633,13 
	30
	2374
	                                                    18.419,96 

	2000
	1.333.223
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   1.560.795,83 
	30
	2374
	                                                   19.723,62 

	2000
	1.485.047
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   1.738.535,24 
	30
	2374
	                                                   21.969,70 

	2000
	1.241.904
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   1.453.889,25 
	30
	2374
	                                                   18.372,65 

	2000
	1.296.997
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $    1.518.386,28 
	30
	2374
	                                                    19.187,70 

	2000
	1.234.612
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   1.445.352,55 
	30
	2374
	                                                   18.264,78 

	2000
	3.274.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	8,75%
	7,65%
	 $   3.832.851,34 
	19
	2374
	                                                  30.675,73 

	2001
	1.058.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $    1.138.937,00 
	30
	2374
	                                                   14.392,63 

	2001
	955.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $   1.028.057,50 
	15
	2374
	                                                     6.495,73 

	2001
	1.243.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $   1.338.089,50 
	30
	2374
	                                                   16.909,30 

	2001
	1.214.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $    1.306.871,00 
	30
	2374
	                                                    16.514,80 

	2001
	1.320.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $   1.420.980,00 
	30
	2374
	                                                   17.956,78 

	2001
	1.278.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $   1.375.767,00 
	30
	2374
	                                                   17.385,43 

	2001
	1.756.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $   1.890.334,00 
	30
	2374
	                                                  23.887,96 

	2001
	1.417.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $   1.525.400,50 
	30
	2374
	                                                   19.276,33 

	2001
	2.541.000
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	7,65%
	 $  2.735.386,50 
	24
	2374
	                                                  27.653,44 



Para obtener el salario promedio final, se toma el ingreso base de cotización desde el 14 de octubre de 1994 y hasta el 14 de octubre de 2001, fecha del cumplimiento de la edad, año por año y se actualiza de acuerdo a la variación del IPC para cada año subsiguiente; dicho resultado anual se multiplica por el número de días efectivamente cotizados y se divide por 2374, que es el número de días contenidos en los mencionados años; estos resultados anuales se suman y ese vendría a ser el ingreso base de liquidación de la pensión, el cual, en el presente caso, corresponde a la suma de $ 1´803.380.24, valor al que se le aplica la tasa del 90% para determinar la cuantía de la prestación, así:

$ 1´803.380.24 x 90% = $ 1´623.042.216

La suma anterior, esto es $ 1.623.042.216, corresponde al valor de la mesada pensional para el año 2001, suma que debe ser reajustada anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificados por el DANE para el año inmediatamente anterior, a partir del año 2002 en adelante.

Con relación a la solicitud del incremento del 14% sobre la pensión mínima por cónyuge a cargo del actor, la Sala la denegará porque se arrimó al proceso fotocopia del registro de matrimonio sin autenticar, documento que carece de valor probatorio por cuanto tratándose de la prueba del estado civil, el Decreto 1260 de 1.970, exige fotocopia autenticada u original, como en múltiples ocasiones lo ha manifestado esta Corporación. Por otra parte, dicho documento tampoco hace parte de los relacionados en el artículo 54A del Código de Procedimiento Laboral, para tenerse como auténtico.
La denegación del solicitado incremento se hace sin perjuicio de que con posterioridad y una vez perfeccionada la prueba, el actor pueda solicitarlo nuevamente.
En consecuencia, el monto de la pensión queda en la suma de $ 2.432.004.70.
8. De las excepciones de mérito propuestas por el Instituto de Seguros Sociales:

De todo lo visto en precedencia, la Sala concluye que ninguna de las excepciones perentorias propuestas por el Instituto de Seguros Sociales sale avante, ni siquiera la relacionada con la prescripción, toda vez que el pago de la misma se reconoció a partir del 14 de octubre de 2001 y la respectiva solicitud ante dicha entidad se hizo el 16 de junio de 2004, es decir, antes de fenecer el primer tríeno. 

9. Del llamamiento en garantía de la empresa BAVARIA S.A.:
El llamamiento en garantía deprecado por el Instituto de Seguros Sociales (folio 48) se fundamenta básicamente en los puntos adicionales en el monto de la cotización a cargo del empleador que estableció el artículo 5° del Decreto 1281 de 1994, aplicable al presente caso
, como se dijo en líneas anteriores, y por eso se pide que en caso de una condena al Instituto de Seguros Sociales, a su vez se condene al BAVARIA a asumir la totalidad de las cotizaciones estipuladas en el citado Decreto. En efecto, establece la referida norma: 

ARTICULO 5o. MONTO DE LA COTIZACION ESPECIAL: El monto de la cotización especial para las actividades de alto riesgo es el previsto en la Ley 100 de 1993, más seis (6) puntos adicionales a cargo del empleador. (subraya nuestra)

Frente a esta prerrogativa del instituto llamante, la defensa de BAVARIA se limitó simplemente a manifestar que el cargo desarrollado por el Sr. NEFTALI MUÑOZ ALVAREZ como maquinista de caldera no era una labor considerada como una actividad de alto riesgo y por eso la empresa no cotizó los puntos adicionales establecidos en el Decreto 1281/94 (folio 83). 

Ahora bien, debe tenerse en cuenta que los puntos adicionales con base en los cuales se llama en garantía a BAVARIA, no cobijan todo el tiempo de cotización del Sr. MUÑOZ ALVAREZ, sino que ellos empezaron a hacerse exigibles desde la entrada en vigencia del Decreto 1281/94, que lo fue el 23 de junio de 1994 (fecha de publicación en el diario Oficial No. 41403), de manera que en vista de que se condenó al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar la pensión especial de vejez a favor del actor, a su vez, se condenará a la llamada en garantía a restituir al Instituto de Seguros Sociales los 6 puntos adicionales que dejó de cotizar a partir del 23 de junio de 1.994 hasta el 24 de septiembre de 2001 dentro del monto de la cotización de la pensión del Sr. NEFTALÍ MUÑOZ ALVAREZ. 

En consecuencia, la liquidación de los puntos adicionales corresponde a lo siguiente:

	Mes 
	Salario
	1994
	Valor Punto Adicional

	Agosto 1994
	520.278
	6.00%
	$      31.216,68

	Septiembre 1994
	482.514
	6,00%
	$       28.950,84

	Octubre 1994
	549.703
	6,00%
	$        32.982,18

	Noviembre 1994
	1.105.412
	6,00%
	$       66.324,72

	Enero 1995
	578.869
	6,00%
	$        34.732,14

	Febrero 1995
	505.992
	6,00%
	$       30.359,52

	Marzo 1995
	479.413
	6,00%
	$       28.764,78

	Abril 1995
	643.714
	6,00%
	$       38.622,84

	Mayo 1995
	570.026
	6.00%
	$      34.201,56

	Junio 1995
	636.670
	6,00%
	$       38.200,20

	Julio 1995
	557.696
	6,00%
	$        33.461,76

	Agosto 1995
	689.206
	6,00%
	$        41.352,36

	Septiembre 1995
	596.099
	6,00%
	$       35.765,94

	Octubre 1995
	641.477
	6,00%
	$       38.488,62

	Noviembre 1995
	608.785
	6,00%
	$        36.527,10

	Diciembre 1995
	1.523.628
	6,00%
	$         91.417,68

	Enero 1996
	829.050
	6,00%
	$       49.743,00

	Febrero 1996
	616.118
	6,00%
	$       36.967,08

	Marzo 1996
	623.402
	6,00%
	$        37.404,12

	Abril 1996
	733.460
	6,00%
	$       44.007,60

	Mayo 1996
	785.016
	6,00%
	$        47.100,96

	Junio 1996
	682.082
	6,00%
	$       40.924,92

	Julio 1996
	899.104
	6,00%
	$       53.946,24

	Agosto 1996
	711.198
	6,00%
	$        42.671,88

	Septiembre 1996
	506.258
	6,00%
	$       30.375,48

	Octubre 1996
	837.147
	6,00%
	$       50.228,82

	Noviembre 1996
	717.090
	6,00%
	$       43.025,40

	Diciembre 1996
	1.537.505
	6,00%
	$       92.250,30

	Enero 1997
	1.033.383
	6,00%
	$       62.002,98

	Febrero 1997
	728.687
	6,00%
	$        43.721,22

	Marzo 1997
	842.922
	6,00%
	$       50.575,32

	Abril 1997
	964.615
	6,00%
	$       57.876,90

	Mayo 1997
	928.016
	6,00%
	$       55.680,96

	Junio 1997
	945.322
	6,00%
	$        56.719,32

	Julio 1997
	1.023.981
	6,00%
	$        61.438,86

	Agosto 1997
	1.069.612
	6,00%
	$        64.176,72

	Septiembre 1997
	904.679
	6,00%
	$       54.280,74

	Octubre 1997
	634.976
	6,00%
	$       38.098,56

	Noviembre1997
	870.342
	6,00%
	$       52.220,52

	Diciembre 1997
	2.139.049
	6,00%
	$      128.342,94

	Enero 1998
	1.241.148
	6,00%
	$       74.468,88

	Febrero 1998
	1.073.363
	6,00%
	$        64.401,78

	Marzo 1998
	994.565
	6,00%
	$       59.673,90

	Abril 1998
	948.558
	6,00%
	$        56.913,48

	Mayo 1998
	1.135.262
	6,00%
	$         68.115,72

	Junio 1998
	1.003.618
	6,00%
	$        60.217,08

	Julio 1998
	1.157.898
	6,00%
	$       69.473,88

	Agosto 1998
	822.019
	6,00%
	$         49.321,14

	Septiembre 1998
	1.162.891
	6,00%
	$       69.773,46

	Octubre 1998
	1.023.495
	6,00%
	$        61.409,70

	Noviembre 1998
	1.106.675
	6,00%
	$       66.400,50

	Diciembre 1998
	2.575.286
	6,00%
	$        154.517,16

	Enero 1999
	1.275.841
	6,00%
	$       76.550,46

	Febrero 1999
	1.070.899
	6,00%
	$       64.253,94

	Marzo 1999
	1.122.040
	6,00%
	$       67.322,40

	Abril 1999
	1.135.381
	6,00%
	$        68.122,86

	Mayo 1999
	1.115.753
	6,00%
	$        66.945,18

	Junio 1999
	1.125.950
	6,00%
	$       67.557,00

	Julio 1999
	1.093.748
	6,00%
	$       65.624,88

	Agosto 1999
	1.041.808
	6,00%
	$       62.508,48

	Septiembre 1999
	1.058.434
	6,00%
	$       63.506,04

	Octubre 1999
	1.116.267
	6,00%
	$       66.976,02

	Noviembre 1999
	1.102.373
	6,00%
	$        66.142,38

	Diciembre 1999
	2.768.093
	6,00%
	$      166.085,58

	Enero 2000
	1.405.651
	6,00%
	$       84.339,06

	Febrero 2000
	1.162.335
	6,00%
	$        69.740,10

	Marzo 2000
	1.122.167
	6,00%
	$       67.330,02

	Abril 2000
	1.115.728
	6,00%
	$       66.943,68

	Mayo 2000
	1.281.669
	6,00%
	$        76.900,14

	Junio 2000
	1.245.102
	6,00%
	$        74.706,12

	Julio 2000
	1.333.223
	6,00%
	$       79.993,38

	Agosto 2000
	1.485.047
	6,00%
	$        89.102,82

	Septiembre 2000
	1.241.904
	6,00%
	$        74.514,24

	Octubre 2000
	1.296.997
	6,00%
	$        77.819,82

	Noviembre 2000
	1.234.612
	6,00%
	$       74.076,72

	Diciembre 2000
	3.274.000
	6,00%
	$      196.440,00

	Enero 2001
	1.058.000
	6,00%
	$       63.480,00

	Febrero 2001
	955.000
	6,00%
	$       57.300,00

	Marzo 2001
	1.243.000
	6,00%
	$       74.580,00

	Abril 2001
	1.214.000
	6,00%
	$       72.840,00

	Mayo 2001
	1.320.000
	6,00%
	$       79.200,00

	Junio 2001
	1.278.000
	6,00%
	$       76.680,00

	Julio 2001
	1.756.000
	6,00%
	$      105.360,00

	Agosto 2001
	1.417.000
	6,00%
	$       85.020,00

	Septiembre 2001
	2.541.000
	6,00%
	$      152.460,00


La suma total de los valores anteriores es igual a $ 5´490.257.76, que es el valor que le corresponde a BAVARIA S.A. restituir al Instituto de Seguros Sociales.
10. De los intereses moratorios:

Frente al pedimento del reconocimiento de los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a pesar de que solo se pidieron a partir de la ejecutoria de la sentencia, considera la Sala que no es procedente acceder a su reconocimiento, porque los mismos sólo son procedentes cuando se trata del reconocimiento de pensiones bajo el imperio de la Ley 100 de 1993, bajo la aplicación del principio de la condición más beneficiosa o bajo el régimen de transición que la misma ley establece, y la que aquí se reconoce se hace en aplicación del régimen de transición que estableció el Decreto 1281 de 1994, no cumpliendo con lo anterior.

11. Conclusiones:

Se concluye de todo lo antedicho la necesidad de revocar en todas sus partes la sentencia de primer grado, para en su lugar reconocer la pensión especial de vejez a favor del demandante, en el monto liquidado líneas atrás y pagadera a partir del 14 de octubre de 2001, a cargo del Instituto de Seguros Sociales. A su vez, se condenará a BAVARIA a reintegrar a favor del Instituto de Seguros Sociales la suma de 5´490.257.76. Por concepto de los puntos adicionales que dejó de cotizar por cuenta de la pensión del demandante desde el 23 de junio de 1994 al 24 de septiembre de 2001. Los pagos anteriores deberán hacerse al día siguiente de la ejecutoria de esta sentencia.  Así mismo se denegará el incremento del 14% sobre el monto de la pensión por cónyuge a cargo solicitado en la demanda, y por otro lado se declararan no probadas las excepciones propuestas por el Instituto de Seguros Sociales y BAVARIA S.A. La condena en costas se hará en un 100% a cargo del Instituto de Seguros Sociales y un 60% a cargo de BAVARIA, las dos a favor del demandante en ambas instancias. 

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida en proferida en septiembre 8/08, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora NEFTALI MUÑOZ ALVAREZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.- En su lugar, RECONOCER a favor de NEFTALI MUÑOZ ALVAREZ la pensión especial de vejez a partir del 14 de octubre de 2001, a cargo del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, cuya mesada pensional asciende a la suma de $ 1.623.042.216, pagadera desde esa fecha, suma que debe ser reajustada anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificados por el DANE para el año inmediatamente anterior, a partir del año 2002 en adelante.
TERCERO.- DECLARAR no probadas las excepciones propuestas por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.  

CUARTO.- CONDENAR a la llamada en garantía – BAVARIA S.A., a restituir al Instituto de Seguros Sociales la suma de $ 5´490.257.76, por concepto de los 6 puntos adicionales que dejó de cotizar a partir del 23 de junio de 1.994 hasta el 24 de septiembre de 2001 dentro del monto de la cotización de la pensión del Sr. NEFTALÍ MUÑOZ ALVAREZ, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
QUINTO.- CONDENAR en costas en ambas instancias y a favor del demandante  NEFTALI MUÑOZ ALVAREZ, lo cual se hará en un 100% a cargo del Instituto de Seguros Sociales y un 60% a cargo de BAVARIA S.A. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
� Decreto 2100 de 1995.- Artículo 3º. Clasificación de empresa. La clasificación de empresa se hará de acuerdo con la actividad principal del empleador dentro de la clase de riesgo que corresponda. Cuando una actividad determinada no se encuentre en la tabla contenida en el artículo anterior, el empleador y la entidad administradora de riesgos profesionales, podrán efectuar la clasificación de acuerdo con la actividad afín contemplada en la tabla, para lo cual deberán tener en cuenta el riesgo ocupacional de una y otra. Efectuada así la clasificación, la entidad administradora de riesgos profesionales deberá comunicarla a la Dirección Técnica de Riesgos Profesionales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con el fin de que ésta proceda a proponer la inclusión de la nueva actividad en la tabla.


Artículo 4º. Modificación de actividad económica. Las empresas cuya actividad económica por efectos de este Decreto sea modificada, deberán cotizar por el valor inicial de la que les correspondió, y el monto de dicha cotización será el previsto en la tabla de cotizaciones mínimas y máximas de que trata el artículo 13 del Decreto 1772 de 1994.


� Dijo la juez de primera instancia sobre el particular: “Igualmente, brilla por su ausencia prueba documental alguna donde se pueda establecer con certeza que la labor referida cumpliera los requerimientos para ser considerada como de alto riesgo, motivo por el cual la llamada en garantía no efectuó las cotizaciones adicionales, siendo entonces innecesario efectuar mayores consideraciones.” –fl. .242-.


� La respuesta anterior de todos los testigos tiene que ver con la afirmación de que NEFTALI MUÑOZ ALVAREZ estaba afiliado a todos los riesgos de la seguridad social.  


� ARTÍCULO 12 ACUERDO 049 DE 1990: Tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos: a) Sesenta (60) o más años de edad si es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad si es mujer y, (…). 


� Por una parte, porque el monto de la cotización –que no el monto de la pensión- no hizo parte del régimen de transición, y, por otra, porque el Decreto 1281/94 era la norma vigente al momento de estructurarse la pensión especial de vejez 
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